TRIBUNAL SUPERIOR  DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

     Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

     Pereira, dos de julio de dos mil nueve
     Acta No. 291 del 2 de julio de 2009        


     Expediente 66001-31-03-005-2004-00218-03
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por la representante legal del demandante Pedro Alexander Velasco Roldán y la codemandada Aseguradora Colseguros S.A., representada por el señor Jorge Enrique Cucalón, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario que el primero promovió contra la segunda y además contra Cristhian Camilo y Santiago Castrillón Guapacha, herederos determinados del señor Horacio Castrillón, sus herederos indeterminados, la señora Gloria Inés Guapacha, cónyuge del mismo difunto y la Cooperativa de Taxis Consota Ltda.  También, se resolverá la consulta de la sentencia, en cuanto resultó adversa a quienes estuvieron representados por curador ad-litem.
I. PRETENSIONES  
Pide la parte actora se declare a los demandados civilmente responsables de los perjuicios que le causaron con motivo del accidente de tránsito de que dan cuenta los hechos de la demanda y en consecuencia, se les condene a indemnizarle los perjuicios materiales, morales y fisiológicos que sufrió, mediante el pago de las sumas relacionadas en el acápite respectivo.

II. HECHOS

Como hechos constitutivos de la causa petendi se invocaron los que a continuación se sintetizan:

1.- El 6 de agosto de 2000, en la vía que de Pereira conduce a Armenia, Pedro Alexander Velasco Roldán conducía la motocicleta de placas QVK- 62A, cuando violentamente fue atropellado por el Oscar de Jesús Grajales Yepes, quien conducía el taxi Daewoo de placas WHG-256, afiliado a la empresa de Taxis Consota Ltda., representada por el señor Luis Alfonso Gaviria Fernández, y de propiedad del fallecido señor Luis Horacio Castrillón Marín

2.- A raíz de las lesiones sufridas, en el último dictamen practicado al demandante se le otorgó una incapacidad definitiva de ciento ochenta días y como secuelas se relacionaron la deformidad física, perturbación funcional del sistema nervioso central, de los órganos de la fonación, de la deglución, de la locomoción, de la presión y de la excreción fecal y urinaria, todas de  carácter permanente.

3.- El accidente ocurrió por culpa del conductor del taxi, al invadir el carril que le correspondía a la víctima; su disculpa, en el sentido de haberse quedado sin frenos, se quedó huérfana de prueba.
4.- El demandante se desempeñaba  como auxiliar de correspondencia en el Banco Granahorrar, sucursal Pereira, con un salario mensual de $549.322; además recibía ingresos como transportador en horas de la noche, equivalentes a $140.000 y el patrimonio de la familia se ha disminuido porque la madre hubo de dejar sus labores como manicurista para atender el cuidado de su hijo totalmente incapacitado.

5.- El Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira condenó al conductor del vehículo causante de los daños a la pena principal de 9 meses y 18 días de prisión como autor responsable del delito de lesiones personales culposas en detrimento de la humanidad del actor; así como al pago de $227.901.302 por concepto de perjuicios  materiales y al equivalente a 500 gramos oro por los morales, razón por la cual no fue demandado en este proceso.
6.- La indemnización por daño emergente y por lucro cesante que se llegue a reconocer, debe indexarse.  

7.- Se intentó la conciliación previa, con resultados negativos. 

III. ACTUACIÓN PROCESAL

1.- Con motivo del recurso de apelación interpuesto contra el auto que rechazó la demanda y que revocó esta Sala, por auto del 2 de mayo de 2005 se admitió y de la misma se ordenó correr traslado a los demandados por el término de veinte días. 
2.- Trabada la relación jurídica procesal los demandados dieron respuesta al libelo.

2.1.- La señora Gloria Inés Guapacha Jiménez, en su propio nombre y como representante legal de los menores Christian Camilo y Santiago Castrillón Guapacha lo hizo para solicitar se probaran casi en su totalidad los hechos de la demanda; se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó “culpa exclusiva de la víctima”, “inexistencia de la obligación de reparar los daños no causados” y “la genérica”.
Además, llamó en garantía a las otras dos entidades demandadas. 

Explicó que en el mes de septiembre de 1999 el señor Luis Horacio Castrillón Marín afilió el vehículo causante de los daños a la Cooperativa de Taxis Consota Ltda. y cancelaba mensualmente unas sumas de dinero por concepto de pólizas de seguros, administración y otros, lo que generó una coadministración del bien.

Solicita se ordene a la Cooperativa de Taxis Consota, en el evento de que resulten condenados a pagar suma alguna de dinero, “le sean trasladados por el fenómeno de la solidaridad en el pago de perjuicios irrogados a los demandantes”; lo mismo piden respecto de Colseguros S.A., “por efecto de haber sido la entidad aseguradora de acuerdo con las pruebas aportadas”.
2.2.- El representante legal de la Aseguradora Colseguros S.A. también solicitó se probarán en su gran mayoría los hechos de la demanda y se resistió a las declaraciones imploradas. Como excepciones de mérito  planteó las  que llamó “prescripción” y “límite del valor asegurado según el contrato de seguros”.

En relación con el llamamiento en garantía aceptó los hechos en que se sustenta, excepto el segundo que dijo no constarle y como excepciones de fondo propuso las que llamó “Falta de legitimación por pasiva relacionada con la póliza 7442148” y “limitaciones al contrato de seguro”.

2.3.- La Cooperativa de Taxis Consota S.A., por medio de su representante legal, aceptó los hechos 1º, 3º, 10º y 11º; respecto del  5º y el 9º afirmó que eran apreciaciones jurídicas del demandante y remitió a prueba los demás. Expresó no estar de acuerdo con las pretensiones y propuso como excepciones de mérito las que nominó “inexistencia de la obligación” y “compensación de culpas”.

Aceptó los hechos contenidos en el escrito por medio del cual se le llamó como garante, excepto el segundo y como excepciones de fondo formuló la de “inexistencia de la obligación”.

2.4.- El curador ad-litem que se designó a los herederos indeterminados del señor Horacio Castrillón Marín, aceptó casi en su totalidad los hechos de la demanda y en cuanto a las pretensiones, manifestó atenerse a lo que resulte probado. 

3.- Surtido el traslado de las excepciones propuestas por la demandada y las llamadas en garantía, se realizó la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil sin que se hubiese logrado la conciliación. Luego se decretaron las pruebas solicitadas, y practicadas en lo posible se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovechó la apoderada del demandante para solicitar se dictara sentencia conforme a los hechos y pretensiones planteados en la demanda.

IV. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

1.- Se dictó el 25 de enero de 2008. En ella, el señor Juez Quinto Civil del Circuito de Pereira declaró civil y extracontractualmente responsables a los demandados de los perjuicios causados al demandante en el accidente de tránsito ocurrido el 6 de agosto de 2000 y los condenó en forma solidaria a pagarle $51.253.498 por concepto de lucro cesante consolidado; $87.257.743 por lucro cesante no consolidado y $10.000.000 por perjuicios morales, sumas respecto de las cuales deberán pagar intereses del 6% anual, de no cancelar la obligación en el término de quince días contados desde la fecha de la sentencia; negó el pago de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente y los reclamados como fisiológicos; declaró no probadas las excepciones propuestas, excepto la denominada “Limite del valor asegurado según contrato de seguros” y la de “falta de legitimación por pasiva relacionada con la póliza 7442148” propuestas por la entidad aseguradora. No aceptó el llamamiento en garantía propuesto por los herederos de Luis Horacio Castrillón Marín y condenó a los demandados a pagar las costas del proceso, por partes iguales.

Estimó el funcionario de primera instancia que las partes estaban legitimadas para actuar; encontró acreditada la responsabilidad de los demandados con la copia de la sentencia penal que se trasladó a este proceso, por medio de la cual se condenó al conductor del vehículo causante de los daños como autor responsable del delito de las lesiones personales culposas que sufrió el demandante.

Además, declaró probadas las excepciones atrás citadas, porque  frente a la compañía de seguros  se estableció de manera contractual un límite  respecto al monto por el que debe responder y al hallarse demostrado que fueron tres las personas lesionadas con el accidente de tránsito, de acuerdo con la sentencia penal producida y la de falta de legitimación en los herederos del señor Luis Horacio Castrillón, porque éste no hace parte del contrato de seguro.

Se negó a ordenar indemnización por $25.918.000 que solicitó el actor por perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, los que se  pretendieron demostrar con una serie de documentos que no pueden ser apreciados porque son de naturaleza declarativa y los herederos determinados del causante solicitaron su ratificación, la que no se realizó porque el juzgado la negó y “era deber de la parte demandante recurrir esa decisión y aportar los nombres y direcciones de los terceros para hacerlos comparecer al proceso”.

También los fisiológicos porque los consideró incluidos en los morales “en virtud a que ellos devienen de un padecimiento emocional producto de las limitaciones originadas en las lesiones causadas por el accidente”

Liquidó el valor de los perjuicios materiales  en la variedad de lucro cesante y el de los perjuicios morales. 

2.- Llegado el expediente a esta Sala, hubo de devolverse al funcionario de primera instancia para que dictara sentencia complementaria, porque omitió pronunciarse sobre las pretensiones elevadas contra los herederos indeterminados del causante Horacio Castrillón Marín.

3.- El 14 de mayo de 2008 se dictó sentencia suplementaria, en la que se hicieron idénticas declaraciones a las contenidas en el primer fallo, pero las condenas cobijaron además a los herederos indeterminados del  referido causante.

V. DE LOS RECURSOS DE APELACIÓN

Los interpusieron la parte demandante y la compañía de seguros.
1.- En extenso escrito criticó la apoderada del actor la valoración probatoria hecha por el funcionario de primera instancia porque considera, incurrió en errores, excesos, desproporciones y desaciertos que desdibujan la administración de justicia.  Al referirse de manera concreta a los motivos de su inconformidad, alegó, en resumen,  que la víctima y su entorno familiar han sufrido angustias,  llantos, limitaciones, frustraciones  y depresiones permanentes con factores agravantes de tracto sucesivo y consecuencias impredecibles hacia el futuro; que Pensiones Horizonte  reconoció al demandante una mesada por valor de $286.000 mediante retiro programado, la que tiende a disminuir; una serie de servicios médicos que requiere, no los incluye el POS y deben atenderse sus necesidades de alimentos, ropa, salud, transporte y las de su grupo familiar; carecen de recursos económicos y la madre del actor hubo de abandonar su trabajo para dedicarse a cuidar de su hijo inválido, todo lo cual está demostrado en el proceso.
Adujo que ignoró el juzgado la jurisprudencia de las altas cortes y de los juzgados del país en relación con las víctimas que quedan en estado vegetativo, eventos en los cuales, al valorar los daños, debe tenerse en cuenta que ese tipo de pacientes requieren durante toda su vida atención y servicio permanente de dos enfermeras especializadas “cuyo costo es considerablemente alto, fuera de los miembros de la familia que ese tipo de calamidades arrastra de por vida por fuerza de las circunstancias” y que frente a hechos calamitosos tan notorios y lamentables “no se debe exagerar en materia probatoria porque la notoriedad evidente se dispensa de prueba”.
Sostiene que sólo con mentalidad enfocada a la trasgresión, al engaño y el disimulo pudo sostener como efectivamente lo hizo el juez en su fallo, que la demanda carecía de recursos probatorios válidos para dar por demostrados los perjuicios materiales y morales por fuera de las cuantías irrisorias en que los tasó y aunque concedió efectos de cosa juzgada a la sentencia penal que declaró responsable al conductor del taxi, desconoció la cuantía de la condena que se le impuso por los perjuicios causados, que considera, se extendían a los terceros civilmente responsables porque de conformidad con la jurisprudencia que cita, la verdad es única y por tanto, ha debido reconocer los perjuicios solicitados por encima de los tasados por el juez penal, sin alterar los mínimos establecidos y sin violar el  principio citado. 
En relación con el llamamiento en garantía expresó que trató de obtener claridad sobre la existencia de las pólizas de responsabilidad que se relacionaron en el escrito con el que se realizó y llamó la atención del juzgado para que él lo hiciera, pero tomó medidas para proteger y amparar a la empresa aseguradora; transcribió apartes de otros alegatos formulados en la primera instancia en los que hacía ver al juzgado que las llamadas en garantía no desconocieron la existencia de las pólizas a que se refiere, de las que se solicitó su exhibición,  sin que se hubiesen incorporado al proceso.
2.- La apoderada de la Aseguradora Colseguros S.A., sostiene, en resumen, que aunque la sentencia declaró probada la excepción de “limite del valor asegurado” que propuso, la condenó a pagar en forma solidaria  el total de la condena; por tal razón, considera que debe hacerse solo hasta por la suma de $10.000.000 porque así se pactó, toda vez que debe indemnizar otras dos víctimas del accidente. Respecto a la condena en costas, considera que como prosperaron dos excepciones, la que propuso al responder la demanda y aquella que formuló al pronunciarse sobre el llamamiento en garantía, se deben reconocer a su favor el valor de las respectivas costas.
VI. CONSIDERACIONES

Como se hallan satisfechos los presupuestos procesales, se dictará sentencia de mérito, ya que de otro lado ninguna nulidad se observa que pueda afectar la actuación.

VII. LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA

1.- El demandante lo está, al acudir en su calidad de víctima a reclamar la indemnización por los perjuicios que sufrió con motivo de las lesiones de que dan cuenta los hechos de la demanda.

2.- En relación con los demandados, es sabido que en el ejercicio de actividades peligrosas pueden concurrir varias personas que ejercen al mismo tiempo, desde distintos ángulos y de acuerdo con sus propios intereses, la dirección o control de ellas. De esa manera, todas deben responder por los perjuicios que en ejercicio de la actividad causen a terceros.

En el asunto sometido a estudio la acción no se instauró contra el conductor del taxi de placas WHG-256; se dirigió contra los herederos del propietario, la empresa a la que se encontraba afiliado y la compañía que aseguró los daños por responsabilidad civil extracontractual.

2.1 Para la fecha del accidente el señor Luis Horacio Castrillón era el dueño del vehículo con el que se causaron los daños, como lo acredita el certificado de tradición expedido  por el Instituto Municipal de Tránsito y Transporte de Pereira que obra a folio 34 del cuaderno No. 1.
La calidad de herederos suyos en que fueron citados los menores Cristhian Camilo y Santiago Castrillón Guapacha, se probó con los registros civiles de nacimiento que reposan a folios 31 y 32 del cuaderno principal, en los que se indica que son hijos del señor Luis Horacio Castrillón Marín, quien falleció el 22 de octubre de 2001 de acuerdo con la copia auténtica de su registro de defunción que reposa a folio 33. En consecuencia, están legitimados en la causa por pasiva.
2.2 La señora Gloria Inés Guapacha Jiménez, llamada con la misma calidad y quien es la cónyuge sobreviviente del citado causante como lo demuestra el documento de origen notarial que se arrimó con la demanda, no ostenta ese carácter toda vez que al difunto le sobreviven sus hijos atrás citados y de conformidad con el artículo 1045 del Código Civil, modificado por el Ley 29 de 1982, éstos “excluyen a todos los otros herederos”. Por ende, como no es sucesora del propietario del automotor con el que se causaron los daños, no está legitimada en la causa por pasiva, por no ser la llamada a responder. En consecuencia, se hará la declaración respectiva en este fallo y se revocará la sentencia en cuanto a las condenas que le fueron impuestas.
2.3 A la Cooperativa de Taxis Consota Ltda. se encontraba afiliado el vehículo, hecho no controvertido, que aceptó el representante de esa entidad al dar respuesta al libelo y que se demostró con el certificado de tradición del referido bien, en el que obra la inscripción en tal sentido. En esa calidad, como guardián de la actividad causante del daño, también está llamada a responder. 
3.- Se citó además como demandada a la Aseguradora Colseguros S.A., con fundamento en el contrato de seguro por responsabilidad civil extracontractual que suscribió con la Cooperativa atrás citada y que protege los perjuicios causados con el taxi de servicio público referido, hecho que no fue objeto de controversia, que han aceptado todas las partes en el proceso y que se acredita con los documentos que obran a folios 30 a 37 del cuaderno No. 3.  Por lo tanto, acaecido el siniestro objeto de amparo, surgió para la víctima, por mandato del artículo 1133 del Código de Comercio la acción directa contra la compañía de seguros por ser la beneficiaria del seguro, de conformidad con el artículo 1127 de la misma obra, tema del que se ha ocupado la Corte Suprema de Justicia:
“Sobre el particular, … la Sala expuso que en consonancia “con la orientación legislativa vigente en materia del seguro de responsabilidad civil, ocurrido el siniestro, es decir, acaecido el hecho del cual emerge una deuda de responsabilidad a cargo del asegurado, causante del daño irrogado a la víctima —C. Co., art. 1131—, surge para el perjudicado el derecho de reclamarle al asegurador de la responsabilidad civil de aquel, la indemnización de los perjuicios patrimoniales experimentados, derecho que en Colombia deriva directamente de la ley, en cuanto lo instituye como beneficiario del seguro —art. 1127 ibíd.— y que está delimitado por los términos del contrato y de la propia ley, más allá de los cuales no está llamado a operar, derecho para cuya efectividad se le otorga acción directa contra el asegurador —art. 1133 ejusdem—- la que constituye entonces una herramienta de la cual se le dota para hacer valer la prestación cuya titularidad se le reconoce por ministerio de la ley” (Exp. 7614, no publicada aún oficialmente)…”

VIII. DE LA RESPONSABLIDAD

El artículo 2341 del Código Civil dice: “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

Está probado en el plenario que el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira, el 5 de junio de 2003, condenó al señor Oscar de Jesús Grajales Yepes como autor responsable del delito de lesiones personales culposas cometido en detrimento del demandante, como lo demuestran las copias de la respectiva sentencia que obran a folios 75 a 86 del cuaderno principal.

En el referido fallo se impuso a Grajales Yepes como  pena principal la de nueve meses y dieciocho días de prisión y se le condenó al pago de perjuicios materiales por la suma de $227.901.302 y 500 gramos oro por perjuicios morales, con motivo del accidente del que dan cuenta los hechos de la demanda.

Esa sentencia proferida en materia penal, por su naturaleza de orden público, tiene efectos frente a todos, incluidos los aquí demandados que no intervinieron en ese proceso, aspecto sobre el cual dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia:  

 “Las situaciones, dice la Corte, que “son materia del proceso penal tienen por objeto el delito, como ofensa pública cuyo castigo interesa a toda la comunidad, distintamente a lo que sucede con el juicio civil donde el juez actúa en guarda de un simple interés particular”. De ahí que las “disposiciones represivas de una sentencia condenatoria, efectuadas dentro del campo de acción funcional privativo del fuero penal, se consideran juzgadas con respecto a todos, intervinientes o no en el correspondiente proceso, y con referencia así mismo a cualquier cuestión, aún de índole extrapenal, sobre la cual esas disposiciones tengan influencia necesaria” (Sent. de abr. 15/97, CCXLVI, vol. I, págs. 421-422). Se sigue de lo dicho que el tribunal no podía ser indiferente ante lo que mostraba el fallo penal, pues si Borrero Buenaventura fue condenado por un delito contra la propiedad que tuvo como víctima a la demandante, habría en el proceso certeza de que el daño sí existió y de su magnitud..”

De esa manera, si en materia penal autoridad competente se pronunció sobre la responsabilidad del conductor del taxi, vedada está la justicia civil para desconocer esa decisión  que  produjo efectos frente a todos y por ende, debe considerarse plenamente acreditada.

IX. PERJUICIOS MATERIALES
1.- Demanda el actor por perjuicios materiales, a título de daño emergente, la suma de $25.918.000 por concepto de “Gastos médicos, quirúrgicos, clínicos, medicamentos, materiales, transporte, aparatos ortopédicos, etc.”

Por concepto de daño emergente futuro solicitó el actor se le reconocieran “los gastos que deba realizar para obtener los servicios permanentes de fisiatra”, “los servicios permanentes de un psiquiatra”, “los gastos que deba realizar para obtener los servicios permanentes de un sexólogo”, “lo que cuesten los servicios de un psicólogo y hasta cuando éste determine para efectos de su rehabilitación vocacional” y “por lo que cueste una silla de ruedas a la fecha de la ejecutoria de la sentencia”.   

Para demostrar su existencia, arrimó el actor con su demanda una gran cantidad de facturas sobre compra de distintos artículos y pago de servicios por varios conceptos, los que obran a folios 103 a 166 del cuaderno principal. 

Los herederos del señor Horacio Castrillón solicitaron se ratificara el contenido de esos documentos; en el auto que decretó pruebas decidió el juzgado negarla “por considerarla difícil o casi imposible su realización” y en la sentencia proferida dejó de valorarlos porque son de naturaleza declarativa,  provienen de un tercero y su contenido no fue ratificado como lo solicitó la parte contraria. Explicó que aunque se negó su confirmación, la parte demandante no interpuso ningún recurso contra esa decisión.
Es claro que los documentos con los que pretendió el actor demostrar los pagos que ha tenido que hacer para atender sus dolencias dejaron de apreciarse por motivos de los que resultó ajeno; la decisión se sustentó en hecho no previsto por el artículo 178 del Código de Procedimiento Civil para negar la práctica de pruebas; no fue a él a quien se negó solicitud alguna que lo legitimara para interponer el recurso de apelación que consideró el a-quo ha debido interponer contra su errónea determinación y desconocía que las consecuencias de tal providencia le iban a ser adversas.

Pero abordando el asunto desde otra óptica, es menester precisar qué clase de documentos son las facturas en las que constan los gastos cuyo reconocimiento se pide en la demanda lo que permitirá determinar el valor probatorio que ha de otorgárseles, aspecto sobre el cual enseña la jurisprudencia de la Corte:

 “1. En el régimen legal de la prueba documental, la eficacia probatoria de un documento privado está indisolublemente ligada, de una parte, a su origen o a su etiología, esto es, según provenga de una de las partes o de un tercero, y de la otra, a si es de contenido dispositivo, representativo, o meramente declarativo.

“En efecto, siguiendo las directrices trazadas por el legislador en el capítulo VIII del título XIII de la sección III del libro II del Código de Procedimiento Civil, lo mismo que en Decreto 2651 de 1991, algunas de cuyas disposiciones fueron acogidas por la Ley 446 de 1998, (arts. 10 a 13), fácilmente se advierte que, en orden a otorgarle valor probatorio a un documento privado, debe el juez distinguir la naturaleza de su contenido. Con este específico propósito, ya ha precisado la Sala: “sabido es que los documentos son simplemente representativos cuando, sin plasmar narraciones o declaraciones de cualquier índole, contienen imágenes, tal como acontece con las fotografías, pinturas, dibujos, etc. Y son declarativos, cuando contienen una declaración de hombre y en tal caso se les suele clasificar en dispositivos y testimoniales, según correspondan a una declaración constitutiva o de carácter negocial (los primeros), o a una de carácter testimonial (los segundos)” (CCXXII, pág. 560).

“En tratándose de los documentos de naturaleza dispositiva y representativa, su valor probatorio dependerá de la autenticidad, sin importar si provienen de una de las partes o de un tercero, según lo establecen los artículos 277 numerales 1º y 279 del código de los ritos civiles, así como el artículo 11 de la Ley 446 de 1998, que reprodujo —con algunas modificaciones— lo otrora establecido en el artículo 25 del Decreto 2651 de 1991.

“Por el contrario, cuando se trate de documentos declarativos, su eficacia probatoria estará condicionada al carácter auténtico del mismo, únicamente cuando provenga de una de las partes, tanto más si son de contenido confesional; pero si dichos documentos emanan de un tercero, podrá el juez estimarlos “sin necesidad de ratificar su contenido, salvo que la parte contraria solicite su ratificación…”.

La generalidad de los documentos aportados para acreditar los gastos que se reclaman a título de perjuicios materiales son de naturaleza dispositiva ya que no contienen declaraciones de índole testimonial y por ende no requerían la ratificación exigida por el artículo 277 del Código de Procedimiento Civil cuando lo pide la parte contra quien se oponían.  En efecto, se trata de una serie de facturas de venta expedidas en cumplimiento del artículo 615 del Estatuto Tributario, que reúnen los requisitos del artículo 617 ibidem y que relacionan los diferentes artículos adquiridos y su valor, pero que no acreditan que en realidad se haya asumido su costo por el demandante y que corresponda a bienes que con motivo del accidente haya requerido.

Otras de esas facturas hacen relación a la compra de fármacos, aparatos de ortopedia, insumos y la prestación de servicios médicos, respecto de los cuales no se probó que fueran prescritos por los facultativos que lo tratan; éstos tampoco recomendaron a la víctima un especialista en las distintas áreas a que se refiere el actor como los que requiere de manera permanente, o por lo menos, en el proceso no existe prueba al respecto y el juez no puede ordenarlos, supliendo en tal forma la labor que corresponde asumir a profesional del área de la medicina encargado de atender sus dolencias. 
De esa manera, se negará el reconocimiento de los perjuicios de que se trata, como lo decidió el juez de primera instancia, aunque por las razones expuestas en esta providencia, excepto la suma de $510.000 de que da cuenta la factura de venta que obra a folio 142 vuelto, por concepto de la compra de una silla de ruedas, porque de acuerdo con la historia clínica de la víctima y el dictamen, de los que más adelante se hará mención, se le diagnosticó cuadripesia  espática, grave trastorno, que entre otras cosas le impide movilizarse. Ese valor actualizado de conformidad con la variación que ha tenido el índice de precios al consumidor, desde cuando se otorgó la factura, asciende para la fecha de esta sentencia a la suma de $582.304, que le será reconocida y se obtiene luego de despejar la siguiente fórmula:

VA = VH X   INDICE FINAL_
                 INDICE INICIAL

De done el valor actualizado (VA) se determina multiplicando el valor histórico (V.H.) por el índice final de precios al consumidor certificado por el DANE (102,28) dividido por el índice vigente a la fecha en que se expidió la factura (89,58)
.

2.- Se solicitó además la indemnización por lucro cesante, traducido en las sumas que dejó de percibir el actor por concepto de salarios y prestaciones sociales, desde la fecha del accidente hasta cuando se presentó la demanda y que denomina vencido o consolidado, y el futuro o anticipado que ha de estimarse teniendo en cuenta la esperanza de vida de la víctima, “desde el momento originario de responsabilidad, hasta aquella que sea fijada como tope para la indemnización”.
Con la demanda se aportaron una serie de documentos para demostrar las lesiones que sufrió la víctima del accidente, de los que resulta primordial resaltar su historia clínica, la ponencia y el formato de la calificación sobre pérdida de la capacidad laboral del demandante, que se estableció en el 97.85%. 

Surge de esos documentos que con motivo del accidente de tránsito que sufrió el demandante el 6 de agosto de 2000,  ingresó al Hospital San Jorge “con TEC severo, trauma MII, inconsicente (sic), hematoma frontoparietal derecho, amputación lóbulo oreja derecha, hematoma parietal izquierdo, anisocoria derecha, pupilas no reactivas, no reflejo corneano, inestabilidad MMII con deformidad e ingresado a la UCI” donde permaneció por veintiocho días; el 19 de diciembre de 2000 consignó el neurocirujano que el paciente “presenta cuadriparesia espástica 4/5, asfasia mixta, parálisis de pares craneales bajos con imposibilidad para la deglución adecuada y riesgo permanente de broncoaspiración, por lo tanto recibe nutrición enteral (sic) a través de gastronomía. El paciente está incapacitado en un 100%, depende totalmente de asistencia para sus funciones básicas” y el 1º de marzo de 2001 se registra que presenta estado neurovegetativo persistente. 
Puede entonces considerarse demostrado que el actor, con motivo del accidente de que dan cuenta los hechos de la demanda, perdió de manera total su capacidad para laborar y en esas condiciones, debe ser indemnizado con motivo de los salarios que dejó de percibir. 

En la sentencia de primera instancia, se liquidó el lucro cesante consolidado en la suma de $51.253.498, desde la fecha del accidente hasta la del fallo, aplicando la fórmula a que generalmente ha acudido la Corte Suprema de Justicia, teniendo como fundamento el salario mínimo legal, porque aunque se demostró que el actor laboraba en la Corporación   Granahorrar, no se acreditó el monto de sus ingresos mensuales y tampoco que recibiera ingresos adicionales con motivo del trabajo nocturno a que se refieren los hechos de la demanda.

Por su parte, el lucro cesante futuro se liquidó en la suma de $87.257.743, para lo cual se indicó que la vida probable de la víctima será de 521 meses teniendo en cuenta que tiene 33 años de edad, de conformidad con las tablas aprobadas por la Superintendencia Bancaria mediante Resolución No. 497 del 20 de mayo de 1997.
El procedimiento empleado por el juzgado para hacer la primera de tales condenas será avalado por esta Sala porque al liquidar los perjuicios por concepto de lucro cesante consolidado tuvo en cuenta el juez de la causa los lineamientos que la Corte Suprema de Justicia, en Sala de Casación Civil, ha aplicado en las sentencias de fechas octubre 5 de 2004, expediente 6975; septiembre 4 de 2000, expediente 5260 y 7 de octubre de 1999, expediente 5002 y de acuerdo con esos métodos, multiplicó el  valor del monto indemnizable por el factor que aparece en la tabla financiera empleada por esa Corporación, correspondiente al número de meses que han corrido desde cuando se produjo el daño hasta la fecha de la sentencia, que se expresa en  la fórmula VA= LCM x Sn. Cada uno de esos factores fue explicado en la providencia que se revisa.
Sin embargo, se repetirá la operación porque se incurrió en un error al citar este último factor, que en realidad corresponde al 111.7521 de acuerdo con la tabla que aparece en el texto del autor Javier Tamayo Jaramillo, “De la Responsabilidad Civil”, Tomo II, Editorial Temis, 1986, páginas 341 y siguientes, teniendo en cuenta los 89 meses que corrieron desde el 6 de agosto de 2000 hasta el 5 de enero de 2008, cuando se dictó la sentencia de primera instancia.

Por lo tanto, reemplazando cada uno de los factores de la fórmula atrás citada, se tiene que en este caso la indemnización por lucro cesante consolidado, equivale a $51.573.594 que resulta de multiplicar el lucro cesante mensual actualizado por el factor citado (Sn), es decir, $461.500 x 111,7521.

Utilizando las fórmulas empleadas en las sentencias de la Corte atrás citadas estableció el juzgado el monto del lucro cesante futuro, para lo cual tuvo en cuenta el monto indemnizable actualizado y aunque no lo expresó, la deducción de los intereses por el anticipo de capital, el que se obtiene con el resultado que reflejan las tablas financieras a las que acude la alta corporación, “expresándolo mediante un índice fijado en exacta correspondencia con el número de meses de duración del perjuicio expresado en esa unidad de tiempo, prescindiendo para ello de las unidades decimales, mediante la aproximación o reducción a la unidad entera más cercana. La multiplicación de los dos indicados factores (monto indemnizable por el índice referido de deducción de intereses del 6% anual, por el anticipo de capital) arroja el monto buscado.”

Sin embargo, se actualizará la respectiva condena teniendo en cuenta el valor actual del salario mínimo legal que por Decreto 04868 de 2008 se estableció en la suma de $496.900. Además, se modificará el factor que tuvo en cuenta el juez de primera instancia para determinar la vida probable del demandante porque partió de la base de contar para la fecha de la sentencia con 33 años de edad, cuando en realidad para entonces tenía 34, toda vez que su nacimiento, de acuerdo con el documento de origen notarial que se arrimó con la demanda, se produjo el 14 de diciembre de 1973.

En esas condiciones, se determinará el tiempo de duración de la futura indemnización, a lo que se procede teniendo en cuenta  las tablas de supervivencia o vida probable en Colombia, que estableció la Superintendencia Bancaria por Resolución 297 del 20 de mayo de 1997 y que para varones con la edad del demandante para la fecha de la sentencia de primera instancia, la establece en 42.42 años, que a su vez equivalen a 509.04 meses, la que aproximada al entero siguiente, da como resultado 509 meses. A este tiempo le corresponde como índice en la tabla respectiva, el de 184.205548. (pág. 393 y ss.)
En consecuencia,  el valor del lucro cesante futuro actualizado equivale a $91.531.736, suma que se obtiene de multiplicar el salario mínimo legal vigente por el índice aplicable a la posible edad de supervivencia del demandante, es decir $496.900x184.205548. 
3.- Reclamó también el demandante indemnización por perjuicios morales, los que a juicio de la Sala se causaron como consecuencia del daño corporal que sufrió y que no pueden desconocerse aunque en el proceso no exista prueba directa que permita establecerlos,  toda vez que es apenas natural que el actor los padeció con motivo del dolor físico que debió afrontar, que ha debido producirle angustia y depresión y porque si de acuerdo con la Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, tal perjuicio se presume en los parientes más cercanos de la víctima, con mayor razón debe serlo respecto de quien recibe directamente el daño.
El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia, más que ostentar un carácter resarcitorio cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. La magnitud del daño causado y las secuelas que hubiese producido son factores que necesariamente han de incidir en su valoración.

En este caso se considera prudente establecer el monto de la indemnización por tal concepto en la suma de $25.000.000, como perjuicios producidos por el normal efecto emocional y de angustia que hubo de experimentar el actor al sentirse lesionado corporalmente, con secuelas físicas y mentales definitivas e imposibilitado para  trabajar.

4.- Respecto al daño a la vida de relación cuya indemnización también se solicita, la condena ha de abrirse paso aunque la víctima reciba la que le corresponde por perjuicios materiales y morales.

En sentencia 11842 del 19 de julio de 2000, el Consejo de Estado aclaró que el perjuicio fisiológico debía ser reemplazado por el de daño a la vida de relación, porque no debe limitarse a los casos de lesiones corporales que producen alteraciones a nivel orgánico, sino que debe extenderse a todas aquellas situaciones que alteran la vida de relación de las personas; ni a la imposibilidad de gozar de los placeres de la vida, porque puede referirse además al esfuerzo excesivo de realizar actividades rutinarias; ni se trata sólo de la afectación sufrida por la persona en su relación con las demás, sino también con las cosas del mundo. 

La Corte Suprema de Justicia se ha referido a esa clase de daño:

“5. En este orden de ideas, la Corte, a manera de compendio, puntualiza que el daño a la vida de relación se distingue por las siguientes características o particularidades: a) tiene naturaleza extrapatrimonial o inmaterial, en tanto que incide o se proyecta sobre intereses, derechos o bienes cuya apreciación es económicamente inasible, por lo que no es dable efectuar una mensura que alcance a reparar en términos absolutos la intensidad del daño causado; b) adquiere trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia del perjuicio moral propiamente dicho; c) en las situaciones de la vida práctica o en el desenvolvimiento que el afectado tiene en el entorno personal, familiar o social se manifiesta en impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, vicisitudes, limitaciones o alteraciones, temporales o definitivas, de mayor o menor grado, que él debe soportar o padecer, las cuales, en todo caso, no poseen un significado o contenido monetario, productivo o económico; d) no solo puede tener origen en lesiones o trastornos de tipo físico, corporal o psíquico, sino también en la afectación de otros bienes intangibles de la personalidad o derechos fundamentales, e incluso en la de otro tipo de intereses legítimos; e) según las circunstancias de cada caso, puede ser sufrido por la víctima directa de la lesión o por terceros que igualmente resulten afectados, como, verbigracia, el cónyuge, el compañero o la compañera permanente, los parientes cercanos o los amigos, o por aquella y estos; f) su reconocimiento persigue una finalidad marcadamente satisfactoria, enderezada a atemperar, lenificar o aminorar, en cuanto sea factible, los efectos negativos que de él se derivan; y g) es una noción que debe ser entendida dentro de los precisos límites y perfiles enunciados, como un daño autónomo que se refleja en la afectación de la actividad social no patrimonial de la persona, vista en sentido amplio, sin que pueda pensarse que se trata de una categoría que absorbe, excluye o descarta el reconocimiento de otras clases de daño —patrimonial o extrapatrimonial— que posean alcance y contenido disímil, ni confundirlo con estos, como si se tratara de una inaceptable amalgama de conceptos, puesto que una indebida interpretación conduciría a que no pudiera cumplirse con la reparación integral ordenada por la ley y la equidad, como infortunadamente ha ocurrido en algunos casos, en franco desmedro de los derechos que en todo momento han de asistir a las víctimas…” 

Como puede verse, inicialmente la jurisprudencia del Consejo de Estado y actualmente la de la Corte Suprema de Justicia amplió el espectro de los daños extrapatrimoniales para incluir dentro de éstos, como susceptible de indemnización, el daño a la vida de relación que entonces coexiste con el perjuicio moral que llegue a ser reconocido a la víctima.

Por tal razón el juzgado de primera instancia ha debido ordenar la indemnización que al efecto solicitó el demandante, toda vez que aparece acreditado que el perjuicio se causó, como adelante se explicará, y porque no puede considerarse incluida dentro de los morales  como además lo explica la jurisprudencia que se transcribe en el fallo objeto de revisión y que el juez desconoció.

Las pruebas que atrás se describieron para demostrar los daños que sufrió el demandante, dan cuenta, además de la incapacidad permanente para trabajar, de las secuelas de carácter permanente que sufrió, todo lo cual refleja de manera evidente la dimensión y gravedad de sus lesiones corporales que limitan su integridad física y perturban funcionalmente su capacidad para desempeñar cualquier actividad.
Los graves daños físicos y psíquicos de que resultó víctima el demandante, afectan sin lugar a dudas su vida de relación en el ámbito personal, familiar y social, toda vez que se encuentra incapacitado para valerse por sí mismo; requiere de la ayuda permanente de otra persona; perdió en forma total su capacidad para trabajar y depende de otra persona para desarrollar la más mínima actividad, todo lo cual afecta de manera significativa su existencia y así seguirá siéndolo mientras viva, con motivo de las secuelas producidas que le impedirán desarrollar por sí, las más mínimas actividades que cualquier persona realiza en condiciones normales, todo lo cual desmejora en forma considerable su calidad de vida.
La cuantía del perjuicio se establecerá siguiendo las mismas reglas que se emplearon para determinar el perjuicio moral, es decir, acudiendo al arbitrium judicis, teniendo en cuenta la entidad de las lesiones sufridas y las consecuencias que han producido en los ámbitos personal, familiar y social de la víctima.

Por lo tanto, teniendo en cuenta las condiciones a las que se ha visto sometido el actor con ocasión de las lesiones de carácter permanente que sufrió, las que no han dejado de perturbarlo y que sin duda lo seguirán afectando, se establecerá su cuantía en la suma de $100.000.000.
X. DE LAS EXCEPCIONES

1.- Como excepciones de fondo propusieron los herederos del señor Horacio Castrillón Marín, las que denominaron “culpa exclusiva de la víctima” e “inexistencia de la obligación de reparar los daños no causados”. 
Para sustentar la primera expresaron que el accidente se causó por circunstancias que les resultan ajenas, pues no conducían el vehículo que lo originó; que como la víctima conducía una motocicleta, ambos ejercían una actividad peligrosa y por ende, la parte demandante debe demostrar la culpa adicional de los excepcionantes. Para sustentar la segunda adujeron que como no fueron ellos los causantes del daño, no están llamados a reparar los perjuicios causados.

Como se anunciara en otro aparte, por su naturaleza de orden público, la sentencia condenatoria proferida por la justicia  penal tiene efectos frente a todos, en razón a que son generales y absolutos y por ende respecto de los demandados en este proceso, así no condujeran el automotor el día del accidente.

En consecuencia, como guardianes de la actividad peligrosa causante de los daños deben responder, ya que no alegaron ni demostraron hallarse imposibilitados para ejercer el poder de dirección y control sobre el bien con el que se causaron los daños y en consecuencia sobre ellos gravita la presunción de culpa que no  desvirtuaron.
2.- La Cooperativa de Taxis Consota propuso la de “compensación de culpas” y para justificarla alegaron que los dos conductores ejercían la misma peligrosa actividad. Sobre ese tema ha dijo a Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia:

“1. Con fundamento en el artículo 2357 del Código Civil, según el cual “la apreciación del daño está sujeta a reducción”, la corporación tiene dicho que la responsabilidad civil atribuible al demandado puede atenuarse cuando, amén de su comportamiento, “confluya la conducta de la propia víctima, en cuanto sea reprochable, a la realización del daño, inclusive hasta el punto de que si la última resulta exclusivamente determinante, el demandado debe ser exonerado de cualquier indemnización; y, a partir de allí, si fue apenas un hecho concurrente, se impone, justa y proporcionalmente, una disminución del monto indemnizatorio reclamado” (Sent. 69, abr. 6/2001, Exp. 6690).

“En esta dirección la Sala también ha señalado cómo, en el examen sobre la causa del daño, el juzgador debe establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por cada litigante alrededor de los hechos que constituyan causa de la reclamación pecuniaria, en particular cuando esta proviene del ejercicio de una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, se aduzca culpa de la víctima, para ver cuál se excluye o si ambas concurren en la realización de aquel; es decir, en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir “que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, esta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso”...

En el asunto sometido a estudio no es  posible estimar que se produjo una aniquilación de culpas por la concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, porque no se probó que en las específicas circunstancias en las que ocurrió el accidente, conducta alguna del motociclista hubiese tenido potencialidad dañina, hecho del que pudiera inferirse cuestión como esa no se alegó de manera concreta por los excepcionantes y por ende, tampoco existe prueba en el plenario que siquiera de manera remota evidencie que la peligrosa actividad de conducir una motocicleta que ejercía el demandante concurrió en la producción del accidente. No  existe entonces razón que permita afirmar que hubo concurrencia de causas.

Por el contrario, se consigna en la sentencia proferida en el proceso penal que concurrieron a la producción del daño exclusivamente conductas imprudentes de las que sólo resulta responsable quien manejaba el taxi, al conducirlo a pesar de que presentaba fallas mecánicas, a su exceso de velocidad que le impidió maniobrarlo en una curva y lo obligó invadir el carril que correspondía a la víctima, razón por la cual, se concluye, que no se acreditó la excepción que se analiza.
3.- La Aeguradora Colseguros S.A. propuso como excepciones de fondo las que denominó “prescripción” y “Límite del valor asegurado según el contrato de seguros.”

3.1 Para fundamentar la primera se afirmó que de conformidad con el artículo 1081 del Código de Comercio, la acción ordinaria en materia de seguros prescribe en dos años y corre desde cuando el interesado ha tenido o debido tener conocimiento del hecho base de la acción. En esas condiciones, concluye que como el accidente acaeció el 6 de agosto de 2000, la acción ha debido formularse antes del mismo día del año 2002, pero se instauró en fecha posterior.
En relación con esta excepción la Sala comparte los argumentos que citó el juzgado para declararla no probada porque la prescripción ordinaria de dos años que consagra la norma citada por la excepcionante corre respecto de personas capaces, desde el momento en que han tenido conocimiento del siniestro o han podido conocerlo; pero no puede contabilizarse en la misma forma cuando el titular de la respectiva acción es una persona incapaz, de acuerdo con los artículos 2530 y 2541 del Código Civil, ni tampoco contra el que no ha conocido ni podido conocer el siniestro.

En el asunto bajo estudio, mediante sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia de Pereira el 6 de diciembre de 2002 y que confirmó esta Sala el 13 de marzo de 2003, el demandante fue declarado en interdicción por demencia y se designó como su curadora a quien lo representa en este proceso.  Así lo demuestran las copias autenticas de esas providencias que obran a folios 172 a 179 del cuaderno principal.  La demanda con la que se formuló la acción se presentó para el respectivo reparto el 26 de noviembre de 2004; es decir, cuando no habían transcurrido dos años a partir de la fecha en que el demandante pudo hacerlo, por tener quien lo representara. Antes, su falta de capacidad, le impidió conocer el siniestro. 
3.2 También acoge la Sala los razonamientos del juzgado al declarar probada la segunda excepción formulada, porque como lo demuestran las copias auténticas de la póliza distinguida con el No. 7442148 y las condiciones generales del seguro de automóviles que obran a folios 30 a 37 del cuaderno No. 3, el amparo de responsabilidad civil extracontrctual  por muerte o lesiones a dos o más personas se pactó en $30.000.000, pero sin exceder para cada una del límite para una sola, que se estableció en $15.000.000.

Se demostró con la sentencia proferida en el proceso penal que en el accidente a que se refieren los hechos de la demanda resultaron lesionadas además del aquí demandante, las señoras Ana Milena Jaramillo Jiménez y Dora Elena Vargas Florez.  Así las cosas, la entidad aseguradora ha de responder exclusivamente por la máxima suma que se pactó tratándose de lesiones a una sola persona, es decir, por $15.000.000, teniendo en cuenta que no demostró en el curso del proceso el monto de la indemnización que hubo de cancelar a las otras dos víctimas del accidente y sobre ella pesaba la carga de demostrarlo.
En consecuencia, hasta por esa suma ha de responder la entidad aseguradora con motivo del contrato de seguro que suscribió con la Cooperativa de Taxis Consota Ltda.
XI. LLAMAMIENTO EN GARANTIA

1.- Los herederos del señor Horacio Castrillón llamaron en garantía a la Cooperativa de Taxis Consota y a la Aseguradora Colseguros. Expresaron que el causante afilió el vehículo con el que se produjeron los daños a la primera de tales entidades desde el mes de septiembre de 1999 y cancelaba mensualmente  unas sumas por concepto de pólizas de seguros que generaba una coadministración del bien; que el mismo señor había suscrito por intermedio de la firma Valencia y Compañía una póliza de vehículos distinguida con el No. 967644, vigente entre el 1º de noviembre de 1999 y la misma fecha del año 2000, y por medio de la Cooperativa de Taxis Consota, con la Aseguradora Colseguros, una póliza de accidente de pasajeros distinguida con el No. 4262666, vigente entre la misma fecha. Solicita entonces que de resultar condenados al pago de alguna suma, “le sean trasladados por el fenómeno de la solidaridad” a las entidades que llamó a responder.

2.- Frente a ese llamamiento, la Compañía Aseguradora propuso como excepciones la de falta de legitimación en la causa por pasiva en relación con la póliza No. 7442148, respecto de la cual no hace parte el señor Horacio Castrillón y que adquirió la Cooperativa de Taxis Consota a nombre propio y por ende, ésta es la única llamada a responder; de manera subsidiaria propuso la que llamó  “limitaciones al contrato de seguro” con el argumento de estar obligada solo a responder por la suma de $10.000.000 porque el monto de la indemnización se pactó en $30.000.000 en el evento de más de dos personas lesionadas; en este caso fueron tres y todas ellas demandaron.

3.- La Cooperativa de Taxis Consota propuso como excepción la que llamó “inexistencia de la obligación” porque con el señor Luis Horacio Castrillón Marín no ha celebrado contrato de seguro, sino el de afiliación de vehículo de servicio público  a una empresa autorizada para ese fin; que la empresa no obtiene lucro por su actividad y en esas condiciones no está llamada a responder por los perjuicios que causan los conductores  que desarrollan la actividad a órdenes de los asociados que a su vez son propietarios de los vehículos.

4.- Es sabido que la relación jurídico procesal generalmente se  forma entre quienes inicialmente son llamados a integrar la litis, es decir, entre la parte demandante y la demanda. En algunos casos pueden ser llamadas otras personas en calidad de terceros y uno de tales eventos se produce con el llamamiento en garantía de que trata el artículo 57 del Código de Procedimiento Civil que dice: “Quien tenga el derecho legal o contractual a exigir de un tercero la indemnización del perjuicio que llegare a sufrir, o el reembolso total o parcial del pago que tuviere que hacer como resultado de la sentencia, podrá pedir la citación de aquél, para que en el mismo proceso se resuelva sobre tal relación”.

En este caso pretenden los llamantes se resuelvan las relaciones materiales que entre ellos y cada uno de los llamados existe y en principio así debiera ser porque las pretensiones del actor frente a los primeros están llamadas a prosperar. Sin embargo, se edificó la pretensión en la existencia de dos seguros por daños a terceros dentro del campo de la responsabilidad civil extracontractual que no se demostró y que son diferentes al que sirvió de fundamentó al actor para demandar como directamente responsable a la Aseguradora Colseguros.

Solo la prueba de los referidos contratos permitiría determinar si estaban vigentes cuando el daño se produjo y si el riesgo amparado incluye el perjuicio a cuya reparación tiene derecho el demandante. Su ausencia en el proceso impide que se produzca un pronunciamiento sobre la procedencia del llamamiento y por tal razón se negarán las condenas solicitadas, lo que excusa a la Sala de resolver las excepciones que propusieron los llamados.

XII. ALEGATOS FINALES

1.- De acuerdo con lo expuesto, esta Corporación comparte parcialmente los argumentos de la parte  demandante,  en cuanto a su inconformidad con la valoración probatoria que hizo el juez de primera instancia respecto de los documentos aportados para demostrar los perjuicios materiales reclamados por daño emergente, aunque a la postre, no se hiciera la condena en la forma solicitada; también los que planteó para que se incrementara la condena por perjuicios morales y se accediera a su petición para que se incluyeran los que se causaron por el daño a la vida de relación.

No está de acuerdo con aquellos que se plantearon para que se aumentara la cuantía de las distintas condenas con motivo de los perjuicios que han sufrido los parientes más cercanos del demandante, porque ellos no intervinieron como parte en el proceso y en esas condiciones, los que se les hayan causado no pueden ser reconocidos en este fallo; tampoco su inconformidad porque  no se aceptó el llamamiento en garantía que ya se había admitido, porque en el plenario no obran pruebas para acreditar los respectivos contratos de seguro, que permita conocer sus cláusulas, y por ende, resolver las distintas relaciones, como ya se explicara.

2.- Respecto a los que formuló la Aseguradora Colseguros, basta decir que la excepción que se declarará parcialmente probada será la que formuló al responder la demanda y pronunciarse sobre las pretensiones principales. No han podido serlo las que propuso al responder el llamamiento en garantía y que hacían referencia al contrato de seguro que justificó su intervención como demandada en forma directa, que es diferente al que se referían los hechos en que se fundamentó la solicitud para que interviniera en el proceso. 

Así las cosas, no será beneficiada con una condena en costas, las que tampoco se reducirán porque las pretensiones que frente a ella se elevaron encuentran sustento en una póliza de seguros y es obvio que la cuantía de la indemnización por la que debe responder no podía exceder del monto pactado, así no se hubiese propuesto la excepción. Empero, al ordenar liquidarlas, se tendrá en cuenta la cuantía del interés de esta parte.
XIV. CONCLUSIONES Y FALLO

La sentencia será entonces confirmada en cuanto declaró la responsabilidad endilgada a los demandados, pero se modificará la cuantía de los perjuicios reconocidos y se adicionará para incluir dentro de ellos, los perjuicios por el daño a la vida de relación.

Se declarará que la señora Gloria Inés Guapacha Jiménez no está legitimada en la causa por pasiva y en consecuencia, se revocarán las condenas que contra ella se hicieron; también la decisión de declarar la excepción de falta de legitimación por pasiva que propuso la Aseguradora Colseguros al pronunciarse respecto al llamamiento en garantía, que será negada y se aclarará el monto de la indemnización por la que la última entidad debe responder.

Los demandados que resultarán condenados con las decisiones deberán cancelar las costas causadas en ambas instancias al demandante; la Aseguradora Colseguros, de acuerdo con la cuantía de la obligación por la que debe responder.

El demandante cancelará las que se causaron en ambas instancias, a favor de la señora Gloria Inés Guapacha Jiménez.

Con motivo de la consulta no se hace condena en costas.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

Confirmar parcialmente la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 25 de enero de 2008, adicionada por la que se dictó el 14 de mayo siguiente, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por Pedro Alexander Velasco Roldán contra la  Aseguradora Colseguros S.A., Cristhian Camilo y Santiago Castrillón Guapacha, herederos determinados del señor Horacio Castrillón, sus demás herederos indeterminados, la señora Gloria Inés Guapacha, cónyuge del mismo difunto y la Cooperativa de Taxis Consota Ltda.
En consecuencia:
a.- Se declara civilmente responsables a los menores Cristhian Camilo y Santiago Castrillón Guapacha, herederos determinados del señor Horacio Castrillón y a sus demás herederos indeterminados, a la Cooperativa de Taxis Consota Ltda. y a la Aseguradora Colseguros S.A. de los perjuicios que sufrió el señor Pedro Alexander Velasco Roldán con ocasión de los hechos acaecidos el 6 de agosto de 2000.
b.- Se condena a los citados demandados a pagar en forma solidaria, en favor del  demandante, dentro del día siguiente a la ejecutoria de esta providencia, las sumas de dinero que a continuación se relacionan, las que producirán intereses de mora en cuantía del 6% anual, aclarando que la Aseguradora Colseguros S.A. sólo responderá, según los términos del contrato de seguro por la suma de $15.000.000:

.- $582.304 por concepto de la compra de una silla de ruedas.

.- $51.573.594 por concepto de lucro cesante consolidado.

.- $91.531.731 por concepto de lucro cesante futuro.

.- $25.000.000 por concepto de perjuicios morales.
.- $100.000.000 por concepto del daño a la vida de relación.

c.- Se declara que la señora Gloria Inés Guapacha Jiménez no está legitimada en la causa por pasiva. En consecuencia, no se impone en su contra condena alguna.

d.- Se declaran no probadas las excepciones propuestas por los demandados, excepto la de límite del valor asegurado que propuso la Aseguradora Colseguros S.A., al responder la demanda.

e.-   No se hace condena alguna por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de daño emergente, excepto por el valor de una silla de ruedas.

f.- Se confirma en su integridad el numeral séptimo del fallo objeto de revisión.

g.- Los demandados que resultaron condenados con las decisiones adoptadas deberán cancelar las costas causadas en ambas instancias al demandante; la Aseguradora Colseguros de acuerdo con la cuantía de la obligación por la que debe responder.

El demandante cancelará las que se causaron en ambas instancias, a favor de la señora Gloria Inés Guapacha Jiménez.

Sin costas con motivo de la consulta ordenada.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE,

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO  

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO  
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